STJSL-S.J. – S.D. Nº 122/18.-

--En la Provincia de San Luis, a siete días del mes de junio de dos mil dieciocho, se reúnen en Audiencia Pública los Señores Ministros Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO - Miembros del SUPERIOR TRIBUNAL DE JUSTICIA, para dictar sentencia en los autos: “TORRES RUBÉN ALBERTO y OTROS c/ ROSA RENÉ LIMONTA DE CABRERA s/ COBRO DE PESOS - LABORAL - RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP. Nº 212156/11.-
Conforme al sorteo practicado oportunamente, con arreglo a lo que dispone el artículo 268 del Código Procesal, Civil y Comercial, se procede a la votación en el siguiente orden: Dres. CARLOS ALBERTO COBO, LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN.
Las cuestiones formuladas y sometidas a decisión de este Tribunal son:

I) ¿Es formalmente procedente el recurso de casación intentado?

II) ¿Existe en el fallo recurrido alguna de las causales enumeradas en el art. 287 del CPC y C?  

III) En caso afirmativo a la cuestión anterior ¿Cuál es la Ley a aplicarse o la interpretación que debe hacerse de la Ley en el caso en estudio?

IV) ¿Qué resolución corresponde dar al caso en estudio? 
V) ¿Cuál sobre las costas?

A LA PRIMERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Mediante ESCEXT de fecha 26/07/2017 (actuación N° 7556771), los actores interponen recurso de casación en contra de la Sentencia Definitiva Nº 107 de fecha 3/07/2017 (actuación N° 7426554) dictada por la Cámara de Apelaciones en lo Civil, Comercial, Minas y Laboral Nº1 de Villa Mercedes, que confirmó en todas sus partes la S.D N° 293 de fecha 21/10/2016 (actuación N° 6178258) y con ello la condena de la demandada ROSA RENÉ LIMONTA DE CABRERA, a través de su curador provisorio, o quien resulte curador definitivo o responsable, a pagarles respectivamente la suma de $14.331,71.- (pesos catorce mil trescientos treinta y uno con setenta y un centavos), con más intereses. 
Que para así resolver, la Excma. Cámara ponderó que las tareas prestadas por los actores para la demandada, son propias del servicio doméstico y no del cuidado de enfermos, por lo que es improcedente que se les aplique el Convenio N°122/75 de la sanidad, en la categoría de “asistente geriátrico”, toda vez que dicho convenio comprende al personal técnico, administrativo y de maestranza de clínicas, sanatorios, institutos con internación, establecimientos geriátricos y sanatorios neuropsiquiátricos, y no puede aplicarse por analogía, toda vez que no se configura ningún supuesto para tal encuadramiento legal.

Que el recurso se fundamenta mediante ESCEXT de fecha 4/08/2017 (actuación N° 7617125), en la causal prevista en el art. 287 incs. a) y b) de la Ley Nº VI-0150-2013.
Que pasado el expediente a dictar sentencia corresponde, que examine de modo preliminar, el cumplimiento de los recaudos formales impuestos por los artículos 286 y siguientes del CPC y C., para la admisibilidad del recurso de casación.
En orden a ello advierto, que el recurso fue interpuesto y fundado en término, en tanto la sentencia apelada fue notificada el 7/07/2017 y la impugnación presentada el 26/07/2017 y fundada el 4/08/2017, se dirige a cuestionar una sentencia definitiva (art. 286 CPC y C), y los recurrentes se encuentran exentos del depósito exigido por el art. 290 del  CPC y C.
Conforme a ello, en mérito a lo dispuesto por el art. 301 inc. a del CPC y C., el recurso articulado deviene formalmente admisible, por lo que VOTO a esta PRIMERA CUESTIÓN por la AFIRMATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta PRIMERA CUESTIÓN.

A LA SEGUNDA CUESTION, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: 1) Que en los fundamentos del recurso, los actores invocan la causal prevista en el art. 287 incs. a) y b) de la Ley Nº VI-0150-2013, y resaltan el grave defecto en que han incurrido los Sres. jueces en segunda instancia, cuando, con un notorio ERROR DE DERECHO, confirman la sentencia de primera instancia.
Explican, que el yerro proviene de aplicar el régimen del servicio doméstico (decreto–ley N° 326/56), a la actividad laboral que desempeñaron a favor de la demandada, cuando en realidad debían ser encuadrados bajo la órbita de aplicación del CCT 122/1975, de la sanidad.
Ponderan que en la causa, han quedado acreditadas de manera categórica, las diversas tareas que realizaron a favor de la demandada, dado que por el estado de salud y edad de la anciana, la cuidaban y asistían, le daban de comer, la vestían, le aplicaban la medicación, le colocaban las inyecciones, le efectuaban las curaciones; además, la acompañaban al banco, a la peluquería, al médico, y por la labor profesional que desarrollaba la demandada, como profesora de música, se encargaban del mantenimiento y limpieza total de la casa, atendían a las personas que iban a tomar clases de música, servían comidas a los invitados, por lo que –concluyen- las labores realizadas importaban para el empleador, lucro o beneficio económico.
Señalan además, que el a-quo debió tener presente el art. 9 de la Ley N° 20.744; el art. 59 de la Constitución Provincial, los principios de supremacía de la realidad, buena fe e indubio pro operario, y el derecho de propiedad (art. 35 de la Constitución Provincial).
2) Mediante actuación N° 8012837 de fecha 11/10/2017, se ordenó traslado del recurso de casación el que, no obstante haber sido debidamente notificado (actuación N° 8041589 de fecha 17/10/2017), no fue contestado.
3) El Sr. Procurador General contesta vista mediante actuación N° 8852046 de fecha 20/03/18, pronunciándose por la improcedencia del recurso de casación. Para así dictaminar resalta, que los agravios de la parte recurrente se encuentran fundamentalmente vinculados con la valoración y merituación hecha por los Jueces de la Excma. Cámara, de los hechos y pruebas producidas en la causa, no surgiendo de la fundamentación del recurso, la efectiva demostración del error jurídico que se le atribuye a la sentencia, con una réplica completa y adecuada de las motivaciones esenciales que el pronunciamiento cuestionado contiene.
4) Que los fundamentos expuestos en la postulación recursiva, deben ser merituados a la luz de la doctrina sentada por este Tribunal, que entiende que: “el recurso de casación solo tiene viabilidad en el caso que exista un motivo legal (o causal); por ende no es suficiente el simple interés –el agravio- sino que se precisa que el defecto o error que se le imputa al decisorio recurrido esté expresamente tipificado –objetivado- por la ley.” (Cfr. Juan Carlos Hitters, “Técnica de los recursos extraordinarios y de la casación”, 2ª  Edición, p. 213.- entre otros: STJSL-S.J.–S.D. Nº 097/18, “MOYA, MARÍA JESÚS c/ NATEL NOEMÍ DEL CARMEN  s/ COBRO DE PESOS – LABORAL – RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX EXP Nº 237572/12, del 8/05/2018; STJSL-S.J.–S.D. Nº 090/18, “MARTÍNEZ JUAN CARLOS c/ BAE KI IL y OTROS s/ RECLAMO ART. 80 DE LA LCT – RECURSO DE CASACIÓN” – IURIX EXP N° 196433/10, del 26/04/2018).
Que bajo tales lineamientos, en la solución del recurso de casación traído a estudio, comparto lo dictaminado por el Sr. Procurador General en su dictamen, y en consecuencia, me pronuncio por su rechazo.

En efecto, surge de modo evidente, que el encuadramiento legal de los hechos, conforme a las circunstancias comprobadas en la causa, ha sido debidamente abordada en las instancias de grado, en tanto las  sentencias de primera y segunda instancia fueron coincidentes, respecto a que la relación habida entre los actores y la Sra. Limonta, eran propias del servicio doméstico y, por tanto, no podrían encuadrarse en el Convenio N°122/75 de la sanidad.

Que en cuanto a ello, y pese al esfuerzo desplegado por los actores, en orden a persuadir al tribunal sobre la existencia de un error de derecho, debo señalar, que no vislumbro configurado el mismo, sino solo un disenso con la solución dada al caso.

Es claro, que la ausencia de los motivos que habiliten la instancia casatoria (art. 287 del CPC y C) deja al descubierto, la pretensión de los actores de obtener un reexamen de cuestiones, que son ajenas al limitado ámbito cognoscitivo de este recurso, como son las vinculadas con la actividad laboral que estos -dicen- desempeñaron y probaron.
En orden a ello corresponde señalar, que: “Las cuestiones vinculadas con las obligaciones emergentes de las relaciones laborales mantenidas entre dependientes y patrones, así como la aplicación de normas de un convenio colectivo de trabajo y la interpretación que cabe acordarle a sus términos son cuestiones de hecho, prueba y derecho común, propia de los jueces de la causa y ajenos al recurso de casación.” (Superior Tribunal de Justicia de la Provincia del Chubut.  Varas, José H. c. Banca Nazionale del Lavoro S.A. 27/04/2005, LLPatagonia 2006 , 132  • AR/JUR/5260/2005).

En consecuencia, siendo que la casación no es una tercera instancia y no está en la esfera de sus poderes valorar la prueba, ni juzgar los motivos que formaron la convicción de la Cámara, porque este recurso se concede solamente contra la sentencia, cuya injusticia provenga de un error de derecho, excluyendo el error de la determinación de las circunstancias de hecho del caso sometido a juicio. (Cfr. STJSL-S.J.–S.D. Nº 047/16, “SIRONE, LUIS BARTOLO c/ BLANCO RICARDO LUIS s/ LABORAL s/ RECURSO DE CASACIÓN” - IURIX Nº 172912/5, del 31/03/2016; STJSL-S.J. N° 102/13, “URQUIZA ALICIA INÉS c/ MAZZONI CARLOS y OTRA s/ LABORAL - RECURSO DE CASACION" Expte. Nº 01-U-13 -IURIX Nº 172642/9, del 6/11/2013; STJSL-S.J.–S.D. Nº 121/15, “MACAUDIER, MARIO ALBERTO c/ SANDRA TORRES y OTROS s/ REIVINDICACIÓN – RECURSO DE CASACIÓN” -  IURIX Nº 176584/8, del 17/12/15), corresponde rechazar el recurso.

Por ello, VOTO a esta SEGUNDA CUESTIÓN por la NEGATIVA.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta SEGUNDA CUESTIÓN.

A LA  TERCERA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Dado la forma como se ha votado la cuestión anterior, no cabe su tratamiento. ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta TERCERA CUESTIÓN.

A LA CUARTA  CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo:  Atento a la forma en que se han votado las cuestiones anteriores, corresponde RECHAZAR recurso de Casación interpuesto. ASÍ LO VOTO. 
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta CUARTA CUESTIÓN.

A LA QUINTA CUESTIÓN, el Dr. CARLOS ALBERTO COBO, dijo: Las costas se imponen a los actores vencidos (arts. 68 del CPC y C., y 111 CPL). ASÍ LO VOTO.
Las Señoras Ministros, Dras. LILIA ANA NOVILLO y MARTHA RAQUEL CORVALÁN, comparten lo expresado por el Sr. Ministro, Dr. CARLOS ALBERTO COBO y votan en igual sentido a esta QUINTA CUESTIÓN.
Con lo que se da por finalizado el acto, disponiendo los Sres. Ministros la Sentencia que va a continuación:

San Luis, siete de junio de dos mil dieciocho.-

Y VISTOS: En mérito al resultado obtenido en la votación del Acuerdo que antecede, SE RESUELVE: I) Rechazar recurso de Casación interpuesto. 

II) Costas a los actores vencidos.

REGÍSTRESE y NOTIFÍQUESE.- 

La presente Resolución se encuentra firmada digitalmente por los Sres. Ministros del Superior Tribunal de Justicia, Dres. MARTHA RAQUEL CORVALÁN, LILIA ANA NOVILLO y CARLOS ALBERTO COBO, en el sistema de Gestión Informático del Poder Judicial de la Provincia de San Luis.-
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